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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 11 de 
enero de 2024, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. yyyy, y a la vista 
del mismo y tal como corresponde 
a sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, consejero y 
ponente 
Sra. Ares González, consejera  
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 
  
 
 

DICTAMEN 499/2023 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 22 de noviembre de 2023 tuvo entrada en este Consejo 

Consultivo la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyyy, debido a los daños sufridos en una caída por el 
mal estado de la calzada. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 30 de noviembre de 

2023, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 499/2023, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014, de la 
Mesa de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al consejero Sr. Ramos Antón. 
 

Primero.- El 22 de junio de 2021 Dña. yyyy presenta una reclamación 
de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento de xxxx, debido a los 
daños sufridos como consecuencia de una caída acaecida el 19 de noviembre 
de 2019, sobre las 19:00 horas. Expone que transitaba por la avenida de 
cccc de esa ciudad, a la altura del nº 61, frente a la estación de servicio de 
qqq1, y, al iniciar la marcha después de ponerse el semáforo en verde, se 
desestabilizó al apoyar el pie en una alcantarilla (en realidad, la tapa de un 
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sumidero de aguas pluviales) hundida, a un nivel inferior al de la calzada, y 
cayó de bruces sobre el paso de peatones. 

 
Señala que la caída le provocó un esguince de tobillo, cuya evolución 

se ha complicado con un cuadro de edema óseo y signos compatibles con 
algodistrofia; y que ha permanecido en situación de incapacidad laboral 
transitoria durante un período de 510 días, recibiendo el alta médica el 12 de 
abril de 2021. 

 
Aporta atestado de la Policía Local, informe de valoración de daño 

corporal emitido por facultativo especialista e informe pericial emitido por 
ingeniero técnico industrial. 

 
Solicita una indemnización de 41.406,15 euros. 
 
Segundo.- Obran en el expediente informes del Área de Medio 

Ambiente y del Área de Ingeniería Civil y alegaciones de la UTE Conservación 
Ciudad de xxxx y de qqq2, S.A. 

 
Tercero.- El 23 de diciembre de 2021 la reclamante presenta escrito 

ante el Ayuntamiento, en el que solicita que se dicte resolución expresa. 
 
Cuarto.- El 19 de junio de 2023 se concede trámite de audiencia a los 

interesados partes, si bien solo presenta alegaciones qqq2, S.A. 
 
Quinto.- El 31 de octubre de 2023 se formula propuesta de 

resolución estimatoria parcial de la reclamación, al apreciar concurrencia de 
culpas y reconocer una indemnización de 13.610,46 euros. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
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dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen 
en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
No obstante, cabe poner de manifiesto el excesivo tiempo transcurrido 

desde que se presenta la reclamación (22 de junio de 2021) hasta que se 
formula la propuesta de resolución (31 de octubre de 2023), excediendo con 
creces el plazo de seis meses recogido en el artículo 91.3 de la LPAC, lo que 
supone una vulneración por parte de la Administración de los principios y 
criterios que han de regir su actuación recogidos en la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), como los de 
eficacia, celeridad, eficiencia y servicio a los ciudadanos. 

 
A este respecto, debe tenerse presente que los titulares de las 

unidades administrativas y el personal al servicio de las Administraciones 
Públicas que tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, 
serán responsables directos de su tramitación y adoptarán las medidas 
oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el 
ejercicio pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses 
legítimos, disponiendo lo necesario para evitar y eliminar toda anormalidad 
en la tramitación de procedimientos; y que los términos y plazos establecidos 
en esta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las 
Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, 
así como a los interesados en los mismos. Ello en virtud de lo dispuesto en 
los artículos 20.1 y 29 de la LPAC. 

 
3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada, de 

acuerdo con el artículo 4 de la LPAC. La competencia para resolver la 
reclamación corresponde al alcalde, sin perjuicio de la delegación de 
competencias que pueda existir, conforme a los artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local 
(LBRL), en relación con el artículo 92, párrafo segundo, de la LPAC.  

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC.  
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4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la LRJSP, a la que 
se remite, de forma genérica, el artículo 54 de la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas; 
b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo sufre no 
tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad 
a la Administración de la actividad dañosa, es decir, la integración del agente 
en el marco de la organización administrativa a la que pertenece o la 
titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el 
daño; d) relación de causalidad entre la actividad administrativa y el 
resultado dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia del funcionamiento 
normal o anormal de un servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. 
Asimismo, se exige que la reclamación se presente antes de que transcurra 
un año desde el momento en que se produjo el hecho causante. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre una reclamación de 

responsabilidad patrimonial por los daños sufridos en una caída ocurrida, 
según alega la reclamante, a consecuencia de tapa de un sumidero de aguas 
pluviales que se encontraba bastante hundida con respecto a la rasante del 
asfaltado. 

 
En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación 
de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 
legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto se 
reproduce, prácticamente de forma literal, en el artículo 223 del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre. 
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Por su parte, el artículo 3.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades 
Locales, aprobado por el Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, establece 
que “Son bienes de uso público local los caminos, plazas, calles, paseos, 
parques, aguas de fuentes y estanques, puentes y demás obras públicas de 
aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean de 
la competencia de la entidad local”. 

 
Resulta igualmente indiscutible la competencia de los municipios para 

la “pavimentación de vías públicas” de acuerdo con el artículo 26.1.a) de la 
LBRL, lo que necesariamente incluye su mantenimiento.  

 
El Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, por todas en la 

sentencia de 8 de marzo de 2019, ha señalado que “la pavimentación de vías 
urbanas responde a la necesidad no solo de garantizar unas objetivas 
condiciones de salubridad del entorno urbano, sino también de garantizar 
condiciones objetivas de seguridad; seguridad para el tránsito de vehículos y 
seguridad para el tránsito de las personas”. 

 
Ahora bien, la obligación de la Administración local de garantizar una 

adecuada pavimentación y conservación de las vías públicas urbanas no 
puede entenderse en términos absolutos, en el sentido de exigir de la 
Administración una conducta tan exorbitante que le obligue a corregir 
cualquier deficiencia del pavimento por insignificante que esta sea. El 
cumplimiento o no de aquella obligación solo podrá determinarse en relación 
con el estándar mínimo exigible a la prestación del servicio público, de 
manera que sólo si la Administración no ha actuado conforme a dicho 
estándar podrá apreciarse responsabilidad patrimonial.  

 
En este sentido, el funcionamiento del servicio público viario no se 

ajusta a los estándares de actividad mínima exigible y por ende conlleva 
responsabilidad de la Administración, cuando las deficiencias del pavimento 
tienen entidad suficiente para generar una situación de riesgo sustancial.  
 

Por otro lado, se hace necesaria una valoración individualizada de 
cada supuesto que permita apreciar si el daño alegado es imputable a la 
actividad administrativa desarrollada o bien concurren factores que hacen 
quebrar la relación de causalidad precisa para declarar la responsabilidad 
administrativa.  

 
A estos efectos, corresponderá a la parte interesada acreditar que los 

daños traen causa directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal 
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del servicio público, de acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi 
incumbit ei qui agit y onus probandi incumbit actori, el principio general 
sobre la carga de la prueba contenido en el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 
7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, y lo que, más específicamente para el 
régimen de la responsabilidad objetiva de la Administración, dispone el 
artículo 67.2 de la LPAC. La Administración, por su parte, deberá probar los 
hechos que, en su caso, desvirtúen los alegados por la parte contraria.  

 
Comprobadas la realidad y certeza del daño patrimonial sufrido por la 

reclamante, ha de analizarse si dicho daño fue o no consecuencia del 
funcionamiento normal o anormal del servicio público, requisito este 
indispensable para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de la 
Administración.  

 
En este caso, el nexo de causalidad no se discute por la Administración 

a lo largo del expediente administrativo. Así en la propuesta de resolución se 
señala: “De las fotografías obrantes en el expediente y del informe pericial se 
observan la alcantarilla y mediciones del desnivel, comprobando un desnivel 
de 5,5 cm. Se advierte que la irregularidad a la que se imputa la caída no 
queda comprendida dentro de los márgenes del estándar de seguridad 
exigible, ya que el desnivel (5,5 cm), excede de los 2,5 cm que marca el 
Consejo Consultivo para estimarlo como insignificante o de poca relevancia”. 

 
En definitiva, se considera acreditado el nexo causal entre los daños y 

el funcionamiento del servicio público municipal, por lo que debe apreciarse 
responsabilidad patrimonial de la Administración.  

 
Ahora bien, el Ayuntamiento propone apreciar concurrencia de culpas, 

al entender que existe negligencia en la deambulación de la reclamante. 
Señala en la propuesta de resolución lo siguiente: “Por último sí que puede 
atribuirse una corresponsabilidad de la reclamante pues de las fotografías se 
observa que el estado de la alcantarilla era visible para el peatón, se 
encuentra en un paso de cebra lo suficientemente amplio, que permite el 
paso por otro lugar que no sea justamente la alcantarilla, a lo que hay que 
añadir la edad de la reclamante 58 años, y en activo laboralmente. Por lo 
que con independencia de que la irregularidad no cumple con los estándares 
de calidad hay que decir que puede atribuirse a la reclamante cierto despiste 
en la producción del accidente, y máxime a la vista de la anchura del paso de 
cebra, por lo que la reclamante podría haber evitado perfectamente pisar en 
la zona de la alcantarilla, por lo que bien podría establecerse una 
concurrencia 40 % a la administración y 60 % a la reclamante (atendiendo a 
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tres circunstancias: a que la deficiencia era visible; el paso de cebra tenía 
una anchura tal que permitía esquivar la imperfección, y pasar por otra zona; 
y la edad de la reclamante, 58 años. Que llevan a concluir tropiezo trae 
causa en una parte más que relevante, en una conducta poco diligente, por 
parte de la reclamante, en el deambular por la vía pública”. 

 
No obstante, si bien es cierto el hecho de la normal anchura del paso 

de cebra y la edad de la reclamante, este Consejo Consultivo considera que, 
atendiendo a la hora en la que se produjo el suceso (las 19 horas del 19 de 
noviembre, y por ello sin luz solar), el nivel del desperfecto, que duplica el 
estándar de seguridad exigible, y la particular exigencia en el estándar de 
conservación de los pasos de peatones para garantizar la seguridad de los 
viandantes, la concurrencia de culpas debe ponderarse en un 40 % para la 
reclamante y un 60% para la Administración. 

 
6º.- Respecto a la cuantía de la indemnización, la Administración 

acepta la cifra estimada en el informe médico-pericial de valoración del daño 
corporal presentado por la reclamante, por lo que, teniendo en cuenta la 
ponderación de culpas apreciada, la indemnización a abonar a la reclamante 
debe ascender a 24.843,69 euros, sin perjuicio de su actualización a la fecha 
en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad patrimonial (artículo 
34.3 de la LRJSP). 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria parcial, por importe de 

24.843,69 euros, en el procedimiento de responsabilidad patrimonial iniciado 
como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. yyyy, debido a los 
daños sufridos en una caída por el mal estado de la calzada. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


